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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA – SUBSECCIÓN C



Radicado: 11001-03-15-000-2021-01074-00

Accionante: Rosa Mercedes Niño Ayala

CONSEJERO PONENTE: JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS

Bogotá D.C., diecinueve (19) de marzo de dos mil veintiuno (2021).

Referencia: 
Acción de tutela.
Radicación:
11001-03-15-000-2021-01074-00.
Accionante:
Rosa Mercedes Niño Ayala
Accionado:
Tribunal Administrativo de Cundinamarca y Juzgado Diecinueve Administrativo de Bogotá.
AUTO ADMISORIO
Rosa Mercedes Niño Ayala presentó acción de tutela para deprecar el amparo de sus derechos fundamentales al debido proceso y a la propiedad privada, que consideró fueron vulnerados por el Juzgado Diecinueve Administrativo de Bogotá y el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, con ocasión de las providencias que estas autoridades han proferido el 15 de septiembre, 13 y 29 de octubre, y 19 de noviembre de 2020, dentro del incidente de desacato iniciado dentro de la tutela con radicado 11001333501920200011500. 
El anterior trámite constitucional fue iniciado por Luz Marina Villarraga Cruz en contra de la Administradora Colombiana de Colpensiones (Colpensiones), y el Fondo de Pensiones y Cesantías en Colombia (Protección) fue vinculado. 
Ahora bien, en las providencias cuestionadas en esta acción fueron sancionados Juan Miguel Villa Lora, Cesar Alberto Méndez Heredia, María del Pilar Hernández Bárcenas y Rosa Mercedes Niño Ayala, en sus condiciones de, respectivamente, presidente, gerente nacional de operaciones, directora de atención y servicio y directora de afiliaciones de Colpensiones, con multa individual de dos salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
De otra parte, en el escrito de solicitud de amparo, la señora Niño Ayala solicitó, como medida provisional, que se suspendan las referidas sanciones impuestas, hasta tanto se resuelva de fondo la presente mecanismo de protección de derechos, para “evitar a todas luces que se haga efectiva la decisión de multa que pesa en mi contra, sin sustento válido, lo que, como ha sido explicado en precedencia, quebrantaría mis derechos fundamentales al debido proceso, libertad personal y propiedad privada”.

Para resolver la anterior petición en cuanto medida provisional, es necesario tener en cuenta que el Decreto 2591 de 1991 establece que el juez constitucional, cuando lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, “suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnera” y dicha suspensión puede ser ordenada de oficio o a petición de parte
. Así, las medidas provisionales buscan evitar que la amenaza contra el derecho fundamental se convierta en violación o habiéndose constatado la existencia de una violación, esta se torne más gravosa.

En el sub lite, el Despacho encuentra que, en primer lugar, en el presente trámite constitucional no se ha constatado la existencia de una violación de algún derecho fundamental, más aún, al tener en cuenta que las sanciones reprochadas fueron objeto de debate dentro de un trámite incidental de desacato que gozan de legalidad y de cosa juzgada. 
En segundo lugar, la parte accionante no expuso los argumentos dirigidos a sustentar la necesidad y la urgencia de la medida provisional solicitada, pues a pesar de que afirmó la vulneración de los derechos al debido proceso y al patrimonio individual, no explicó, a partir de alguna situación particular y concreta, de qué forma estos derechos se ven afectados con las sanciones impuestas. 
En todo caso, no se avista que, de estar configurada una posible lesión de los derechos fundamentales invocados, esta no pudiera evitarse con el fallo que corresponda proferir en virtud de este trámite constitucional, que tiene las características de ser un procedimiento preferente y sumario, conforme al artículo 1 del Decreto 2591 de 1991. Por lo tanto, el Despacho negará la medida provisional. 
Por otro lado, Rosa Mercedes no Niño Ayala no indicó las razones por las que actúa en nombre de Juan Miguel Villa Lora, Cesar Alberto Méndez Heredia, María del Pilar Hernández Bárcenas y Rosa Mercedes Niño Ayala, ni aportó poder que la acredite como apoderada de estos, razón por la que se le solicitará que exponga los motivos que lo legitiman para ejercer dicha defensa. 
El Despacho, al encontrar reunidos los requisitos previstos en el artículo 14 del Decreto 2591 de 1991 y por ser competente para conocer de la presente acción de conformidad con lo establecido en el artículo 86 de la Constitución Política y 37 del Decreto 2591 de 1991,
RESUELVE

PRIMERO: ADMITIR la acción de tutela interpuesta por Rosa Mercedes Niño Ayala en contra del Tribunal Administrativo de Cundinamarca y el Juzgado Diecinueve Administrativo de Bogotá.
SEGUNDO: SOLICITAR al Juzgado Diecinueve Administrativo de Bogotá que informe a este Despacho los nombres y direcciones de las personas que integraron las partes demandante y demandada y los terceros, dentro del trámite de tutela con radicado 11001-33-35-019-2020-00115-01.
TERCERO: VINCULAR a la presente acción, como terceros interesados, a Colpensiones, a Protección, a Luz Marina Villarraga Cruz, a Juan Miguel Villa Lora, a Cesar Alberto Méndez Heredia, a María del Pilar Hernández Bárcenas y a los sujetos vinculados al proceso de reparación directa con radicado 11001-33-35-019-2020-00115-01, de acuerdo con el informe que se expida en virtud de la orden contenida en el numeral segundo de esta providencia.
CUARTO: NOTIFICAR el presente auto a las partes y a los vinculados de la forma más expedita posible. Esta providencia deberá ser publicada en las páginas web del Consejo de Estado y de la Rama judicial.

La Secretaría General solamente devolverá el expediente al Despacho, una vez haya dado cumplimiento a la anterior orden.
QUINTO: COMUNICAR a las partes y a los vinculados que podrán presentar informes sobre los hechos en que se sustenta la presente acción, en el término de dos (2) días contados a partir del recibo de la notificación. Estos se considerarán rendidos bajo juramento (artículos 19 y 20 del Decreto 2591 de 1991).

SEXTO: TENER como pruebas los documentos aportados con el escrito de tutela.
SÉPTIMO: SOLICITAR al Juzgado Diecinueve Administrativo de Bogotá que, en el término de 3 días siguientes a la notificación de la presente providencia, remita digitalizado el expediente de tutela radicado bajo el núm. 11001-33-35-019-2020-00115-01, y los incidentes de desacato que se hayan iniciado.
OVTAVO: NEGAR la solicitud de medida provisional presentada por Rosa Mercedes Niño Ayala, por las razones expuestas en esta providencia. 

NOVENO: SUSPENDER los términos de la presente acción constitucional hasta tanto se dé cumplimiento a las órdenes impartidas en esta providencia y el expediente regrese al Despacho desde la Secretaría General.

Notifíquese y Cúmplase,

JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS

Magistrado
� Artículo 7º del Decreto 2591 de 1991. 
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